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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se adiciona un párrafo a la fracción I del artículo 180 y un párrafo final al artículo 399, ambos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual se propone que en ningún caso, los reglamentos municipales podrán establecer infracciones o sanciones que contengan tipos legales abiertos o en blanco; así como que los reglamentos que contemplen infracciones o sanciones por faltas a la moral y/o las buenas costumbres, deberán tipificar exactamente los supuestos jurídicos que constituyen dichas faltas.

Planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 6 de Abril de 2018.

Turnada a la Comisiones Unidas de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas, de Seguridad Pública y de la Defensa de los Derechos Humanos.
Lectura del Dictamen: 26 de Junio de 2018 / Mayoría 18 F – 3 C

Decreto No. 050
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO A LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 180 Y UN PÁRRAFO FINAL AL ARTÍCULO 399, AMBOS DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, suscribe el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como los artículos 21 fracción IV,  152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la presente iniciativa por la que se adiciona, un párrafo a la fracción I del articulo 180 y un párrafo final al artículo 399, ambos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Seguridad Pública y Derechos Humanos, conforme a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Desde su nacimiento como nación independiente, el sistema jurídico mexicano ha tenido en el principio de legalidad, un mecanismo indispensable para garantizar los derechos humanos de la ciudadanía y la no intervención ilegítima por parte de los poderes públicos, en la vida privada de las personas.
Es así como desde la Constitución de 1824
, el principio de legalidad, que se puede resumir en la frase “las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley expresamente les permite, mientras que los particulares pueden hacer todo aquello que la ley no les prohíba” se ha convertido hasta nuestros días en la principal defensa que tienen las personas en contra de los abusos de autoridad y en la base sobre la cual descansan las instituciones democráticas.
Como diputadas y diputados, nuestra tarea fundamental es que las normas jurídicas que regulan la entidad federativa estén estrictamente apegadas a los principios constitucionales y democráticos de derecho, lo cual incluye desde luego, el principio de legalidad y el respeto a los derechos humanos de todas las personas. 
Con base en esta premisa, el día de hoy someto a consideración de esta asamblea la siguiente problemática respecto de los reglamentos y bandos de policía municipales que regulan las faltas a la moral y las buenas costumbres.
La moral es un concepto bastante vago y ambiguo. Según el diccionario podríamos definirla como “un conjunto de costumbres y normas que se consideran buenas para dirigir o juzgar el comportamiento de las personas en una comunidad”.

El problema surge cuando, desde una perspectiva personal o grupal, tratamos de definir qué es lo bueno y qué es lo malo; y esto es así, debido a que en una sociedad tan pluricultural y con tantas ideologías, como lo es la nuestra, difícilmente podemos ponernos de acuerdo sobre qué es moral o inmoral. 
La moral es un aspecto subjetivo del ser humano que debe regir su vida privada, sin intervenir en la de los demás. Lo que para unas personas puede ser moral para otras no lo es; pues todos partimos de formas de pensar distinta y a veces contrarias. Por esa razón, imponer una moral pública que deba ser aplicable a todos de la misma manera, puede tornarse en un tema peligroso, máxime, cuando esa moral se lleva a las normas jurídicas mediante tipos legales abiertos o en blanco.

Haciendo una lectura íntegra del Código Municipal, pudimos advertir que en ninguna parte de éste, se establece sanción alguna por la hipótesis jurídica de “Faltas a la moral”, en otras palabras, el legislador anterior, no consideró este rubro como una situación que pudiera ameritar algún tipo de sanción administrativa. 

Pese a esta situación, la gran mayoría de los municipios en Coahuila, han decidido, con base en su facultad reglamentaria, incluir dentro de sus bandos de policía y gobierno, el concepto de  “Faltas a la moral”, lo cual en principio no sería un problema, de no ser porque en una buena parte de los casos, la aplicación de esta causal de multa o infracción, se utiliza de manera arbitraria, pues depende de la interpretación y el sentido que le dé la autoridad encargada de imponer la  sanción y no de la aplicación irrestricta del principio de legalidad.
No es que los ayuntamientos no puedan reglamentar las faltas a la moral, sin embargo, al hacer uso de su facultad reglamentaria, muchos de ellos, utilizan tipos legales abiertos, es decir, aquellos que no detallan específicamente las acciones o actividades que se consideran “faltas a la moral”, lo cual, deja en estado de indefensión a los ciudadanos, pues, prácticamente la infracción depende de lo que las policías u otras autoridades municipales “crean” o “consideren” que es una falta a la moral. 

Como parte del trabajo legislativo, la de la voz, se ha reunido con diferentes miembros de asociaciones que protegen los derechos de la diversidad sexual, en las citadas reuniones, hemos podido constatar a través de sus testimonios, que las personas LGBTTTIQ, son uno de los grupos que mayormente sufre de abusos por parte de las autoridades municipales. Una de las causas, es precisamente la existencia de tipos legales abiertos que permiten sanciones por “faltas a la moral”, sin especificar qué acciones motivaron la infracción o sanción. 

Recientemente, algunos medios de comunicación a nivel nacional como VMS Televisión
 y otros locales como Vanguardia
, han recogido testimonios de mujeres transexuales, que han sido detenidas de manera arbitraria, por la policía municipal en Torreón, violando abiertamente sus derechos y siendo discriminadas por las instituciones públicas, quienes tienen la obligación de protegerlas. Esto, sólo es posible a través de reglamentos que permiten una aplicación injusta de las normas jurídicas. 
Bajo esta tesitura, la aplicación estricta de la ley debe ser, en todo momento, una obligación para todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias.  La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ejemplo, es muy clara al establecer que las sanciones de tipo penal deben ser de estricta aplicación, tal como lo sostiene el artículo 14 párrafo 3º, que a la letra dice: “En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata”. 

Si bien, las sanciones e infracciones establecidas en los reglamentos municipales no son de carácter penal sino administrativa, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido en diferentes criterios, que tratándose de derecho administrativo sancionador, son aplicables las mismas reglas que para el derecho penal en lo que a tipicidad se refiere. 
 Un ejemplo, lo encontramos en la Tesis de Pleno: P./J. 100/2006, cuyo rubro es: “TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS”
. 

Siguiendo la argumentación de la Suprema Corte de Justicia, sí algún ayuntamiento con base en su facultad reglamentaria decidiera establecer sanciones en su bando de policía y buen gobierno, estas deben estar definidas de manera específica, y no dejarse en términos abiertos o en blanco, para evitar así que las normas puedan ser aplicadas de manera injusta, irracional y arbitraria.
En suma, el ejercicio democrático del poder exige que las normas jurídicas que contienen algún tipo de sanción administrativa, sean redactadas en términos específicos y cerrados, de tal forma que su aplicación no dependa de la interpretación de los operadores jurídicos que tienen la función de imponer tales sanciones. Logrando esto, se maximizan los derechos de la ciudadanía y se respetan los principios constitucionales contenidos en el más alto ordenamiento del país.

Por todas las razones antes mencionadas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se adiciona, un párrafo a la fracción I del artículo 180 y un párrafo final al artículo 399, ambos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de Seguridad Pública y Derechos Humanos, para quedar como siguen:

ARTÍCULO 180. Los bandos de policía y gobierno, además de tomar en cuenta las bases generales a que se refiere el capítulo II de este título, se sujetarán a las siguientes disposiciones: 

I.
Describirán con precisión las faltas en materia de salud y seguridad pública general, bienestar colectivo, urbanidad, ornato público y propiedad pública y particular. 

En ningún caso, los reglamentos municipales podrán establecer infracciones o sanciones que contengan tipos legales abiertos o en blanco.  Los reglamentos que contemplen infracciones o sanciones por faltas a la moral y/o las buenas costumbres deberán tipificar exactamente los supuestos jurídicos que constituyen dichas faltas.
ARTÍCULO 399. A quienes infrinjan las disposiciones contenidas en este código, en los reglamentos, bandos de policía y buen gobierno y en general en cualquier ordenamiento legal del Municipio, se les podrá imponer de manera separada o conjunta, las siguientes sanciones:

I. 
Multa.

II. 
Arresto hasta por treinta y seis horas. 

III. 
Suspensión en el ejercicio de alguna actividad regulada por la ley. 

IV. 
Clausura de algún establecimiento.

En los procedimientos administrativos municipales queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, sanción alguna que no esté decretada por una ley o reglamento exactamente aplicable a la infracción o falta administrativa de que se trata.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 05 de Abril de 2018
DIPUTADA 
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CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
� Yee Romo, Carlos (2009). Principio de Legalidad; hacia una cultura de respeto al orden jurídico vigente. Cámara de Diputados: Disponible en: � HYPERLINK "http://ordenjuridico.gob.mx/Congreso/pdf/65.pdf" �http://ordenjuridico.gob.mx/Congreso/pdf/65.pdf�





� MVS Televisión (13 de marzo de 2018). Persecución a personas trans en Torreón, en 2 meses van 10 detenidas. Disponible en: � HYPERLINK "https://www.youtube.com/watch?v=WjreZtPm9IQ" �https://www.youtube.com/watch?v=WjreZtPm9IQ�


� Vanguardia (16 de marzo de 2018).  Comunidad LGTB protesta contra alcalde de Torreón. Disponible en : � HYPERLINK "https://www.vanguardia.com.mx/articulo/comunidad-lgtb-protesta-por-el-hostigamiento-del-alcalde-de-torreon" �https://www.vanguardia.com.mx/articulo/comunidad-lgtb-protesta-por-el-hostigamiento-del-alcalde-de-torreon�





� Texto íntegro de la tesis:


TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.





El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.





Acción de inconstitucionalidad 4/2006. Procurador General de la República. 25 de mayo de 2006. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Mariano Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretarios: Makawi Staines Díaz y Marat Paredes Montiel.





El Tribunal Pleno, el quince de agosto en curso, aprobó, con el número 100/2006, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a quince de agosto de dos mil seis.
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